
Una política de
vivienda inclusiva.
Propuestas para el cambio estructural
más allá de las elecciones generales de
2023.



INTRODUCCIÓN
La vivienda es un derecho esencial y una necesidad básica de todas
las personas. Sin embargo, en España venimos arrastrando un
problema estructural de vivienda que explica gran parte de las
desigualdades en nuestro país. Las dificultades de acceso y
mantenimiento a una vivienda adecuada y asequible se han
profundizado en los últimos años. Como se muestra en el
Observatorio de Vivienda Asequible de Provivienda, el coste de la
vivienda ha subido de forma exponencial en comparación a los
salarios, lo que ahonda en las dificultades de acceso a la vivienda de
todas las personas año tras año.

El caso del alquiler es extraordinariamente relevante, según los
datos recogidos en el Observatorio, un 40,9% de las familias
alquiladas destina más de un 40% de sus ingresos al pago de la
renta, mientras que la recomendación general del Banco de España
y de la ONU es que ese porcentaje no sea superior a un 30%.

Además, los datos de desahucios por impago del alquiler o de la
hipoteca continúan siendo estremecedores. El pasado año 2022 se
ejecutaron más de 104 desahucios diarios. Estas cifras reflejan una
situación de emergencia habitacional que afecta especialmente
a las personas más vulnerables, como las personas jóvenes, las
familias monomarentales, las personas mayores o las personas
migrantes.

Por otro lado, diversos organismos nacionales, europeos e
internacionales interpelan a España de forma constante para que
se implementen medidas enfocadas a mejorar la asequibilidad de
la vivienda. Algunos de ellos son el Defensor del Pueblo, El Consejo
de Europa o, incluso, Naciones Unidas.

Ante este escenario, es imprescindible impulsar políticas públicas
que garanticen el derecho a la vivienda y que promuevan un modelo
de acceso y mantenimiento de la vivienda más justo, sostenible
e inclusivo.

En este documento se presentan una serie de propuestas sobre
vivienda que tienen como objetivo promover un cambio estructural
en el país, así como atajar la emergencia residencial. En definitiva,
con vistas a mejorar las condiciones de acceso, asequibilidad y
adecuabilidad de la vivienda para todas las personas.

Presentamos doce medidas que pueden ser la palanca del cambio
estructural de vivienda en nuestro país, así como una propuesta para
hacer frente a la emergencia residencial.

¡Es el momento de decidir qué modelo de vivienda queremos!
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1. Promover un Pacto de Estado por la Vivienda.

La vivienda es un problema estructural que tiene consecuencias en
el desarrollo vital de las personas residentes en España, así como el
principal factor de exclusión social. En nuestro país nunca se ha
alcanzado un Pacto de Estado por la Vivienda que guíe políticas
públicas y garantice el acceso y sostenibilidad de la misma. Al
contrario, se han implementado medidas que han dado lugar a la
despatrimonialización en materia de vivienda, desigualdad en el
acceso a la propiedad y disminución del parque público de la cuales,
debemos alejarnos.

Por ello, es esencial alcanzar un acuerdo entre todas las fuerzas
políticas estatales que blinde derechos y garantías en materia
de vivienda. Este Pacto de Estado por la Vivienda debe establecer un
marco de financiación suficiente y orientar las políticas públicas de
vivienda hacia el acceso a la vivienda en igualdad de condiciones
para todas las personas y hacia el alquiler asequible. En este Pacto se
deben incluir planes específicos para personas que se encuentren en
una situación de mayor vulnerabilidad, con el objetivo de erradicar el
sinhogarismo, chabolismo, la infravivienda, la discriminación
residencial, la vivienda masificada y favorecer la emancipación de las
personas jóvenes.

2. Ampliar el parque de vivienda social y
asequible.

Es imprescindible cumplir el compromiso adquirido por España con
la Agenda 2030 de aumentar el parque de vivienda social al 9,3%
para el año 2030 y sería recomendable cumplir el mandato del
Relator Especial sobre vivienda adecuada de Naciones Unidas de
ampliar ese porcentaje al 15% en 2040.

Para aumentar los ratios de vivienda social y asequible es necesario
impulsar financiación adicional a través de crédito público o
subvenciones a la provisión de vivienda de entidades sin ánimo
de lucro mediante instrumentos como el Plan estatal de acceso
a la vivienda 2022-2025. Por su parte, en aquellos procesos de
ampliación del parque de vivienda asequible que se promuevan
desde la administración central, se deberá tener en cuenta en las
licitaciones y cesiones de suelo estatal a las organizaciones sin ánimo
de lucro en los procesos de acompañamiento y gestión de vivienda.

De forma complementaria se debe priorizar el régimen de
tenencia en alquiler en la vivienda de protección oficial,
evitando que estas entren en el mercado privado.
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3. Aumentar el PIB destinado a vivienda.

Para generar el cambio en el sistema de vivienda que nuestro país
necesita, debemos mantener los niveles de financiación en
política de vivienda alcanzados con los fondos Next Generation
y del PRTR y aumentar las partidas presupuestarias destinadas a
incrementar el parque de vivienda social y asequible para alcanzar, al
menos, la media europea.

Mientras que en Europa el promedio de inversión en vivienda
alcanza el 0,55% del PIB, en nuestro caso apenas representa el
0,15%. Esta diferencia evidencia la necesidad de aumentar
considerablemente la asignación de recursos con el objetivo de
mejorar las condiciones habitacionales para todas las personas.

En la misma línea, es necesario financiar los procesos de
acompañamiento ligados a vivienda con el objetivo de garantizar
el derecho a la vivienda a todas las personas de una forma estable y
adecuada.

4. Promover la figura de las Housing Association
en España.

Los sistemas de vivienda más inclusivos cuentan con las Housing
Associations u organizaciones proveedoras de vivienda desde el no
lucro. En nuestro país, sin embargo, no se ha desarrollado aún esta
figura por lo que es prioritario establecer un marco normativo que
favorezca el modelo de gestión y provisión de vivienda asequible
por organizaciones sin ánimo de lucro especializadas en
vivienda. Este modelo, exitoso en países europeos como Austria,
Finlandia o Países Bajos, será una herramienta fundamental para
llegar a los objetivos marcados sobre aumento de vivienda social y
asequible.

Desarrollar herramientas como la financiación pública, avales de
financiación públicos, regulación de la inversión privada de
impacto social, provisión de suelo y un marco fiscal favorable
para la provisión de vivienda asequible son fundamentales.
Actualmente, cuentan con mayores instrumentos de apoyo y
financiación las empresas privadas inmobiliarias que las
organizaciones sin ánimo de lucro que quieran dar un uso prosocial
a la vivienda, cuestión que debe ser repensada.
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5. Articular una política de vivienda inclusiva,
justa y con enfoque de derechos.

El principal instrumento que tiene el Gobierno central en política de
vivienda es el Plan Estatal de Acceso a la Vivienda. Ante el problema
estructural de vivienda en España, se debe aumentar la
financiación del Plan y orientarlo hacia un cambio de modelo
enfocado en vivienda adecuada y alquiler asequible.

Implementar el actual Plan Estatal de Acceso a la Vivienda
2022-20251 y el futuro Plan 2025-2028 de forma que garantice el
derecho a una vivienda adecuada y asequible para todas las
personas debe ser una prioridad en los próximos años.

En este sentido, se tienen que impulsar programas focalizados,
especialmente, en aquellos sectores de la población más
vulnerables (personas sin hogar, personas mayores, jóvenes y
personas en riesgo de exclusión social, etc.) y desarrollar
programas para el aumento de vivienda social y asequible
contando con el tercer sector especializado sin ánimo de lucro.

1 Desarrollado en el RD 42/2022, de 18 de enero, por el que se regula el Bono
Alquiler Joven y el Plan Estatal para el acceso a la vivienda 2022-2025.

6. Desarrollar nuevos mecanismos para generar
vivienda asequible.

Crear incentivos fiscales y medidas de apoyo resulta
imprescindible para fomentar la oferta de viviendas en alquiler
asequible. Esto incluirá la reducción de impuestos sobre el alquiler
para programas de bolsa de vivienda, o la promoción de acuerdos
entre el sector público y privado para aumentar la disponibilidad de
viviendas a precios asequibles.

Reducir la carga fiscal de determinados tipos como el IBI2, el IVA3, el
ITP4, el Impuesto de Sociedades5 u otros, siempre que se destinen a
la ampliación de la vivienda social y asequible a través de iniciativas
desde el no lucro debe ser una prioridad en el cambio de modelo.
Además, se deben crear líneas de financiación ventajosas por
parte del Instituto de Crédito Oficial para la adquisición de
viviendas por parte del tercer sector sin ánimo de lucro para su
alquiler asequible.

5 Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto de Sociedades.

4 Modificación de RD 1/1993 de 24 de septiembre de la Ley de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

3 Modificación del artículo 50 de la Ley 4/2012, de 25 de junio, de medidas
administrativas y fiscales.

2 Modificación los artículos 62 y 73 del RD 2/2004, de 5 marzo, del texto refundido de
la Ley Reguladora de Haciendas Locales.
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7. Desplegar y ampliar la Ley por el Derecho a la
Vivienda.

Para garantizar de forma efectiva la vivienda como derecho esencial
se debe desarrollar y ampliar la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por
el derecho a la vivienda.

Para ello, es imprescindible crear un mecanismo específico de
coordinación entre Servicios Sociales y Vivienda que dé respuesta
a los requerimientos devenidos de la modificación de la Ley y
proporcionar estrategias conjuntas entre organismos
competenciales de mismo rango.

De la misma manera, se debe establecer un mecanismo de
coordinación entre las políticas sectoriales y las Estrategias
estatales (tales como el Plan Estatal de Acceso a la Vivienda, Plan de
Derechos Humanos, la Estrategia Nacional Integral para Personas Sin
Hogar y la futura Estrategia de Desinstitucionalización para una
buena vida en comunidad) en virtud del artículo 24 de la Ley.

También se propone un desarrollo reglamentario del Consejo
Asesor de Vivienda que incluya la participación de las entidades del
tercer sector especializadas en vivienda.

8. Mejorar la protección de las personas en
situación de vulnerabilidad residencial.

Modificar la Ley de Arrendamientos Urbanos6 para regular el
alquiler de habitaciones que garantice la igualdad de la ciudadanía.
Hasta el momento se viene aplicando el Código Civil lo que supone
una merma de derechos y garantías de las personas inquilinas con
respecto a lo reconocido en la Ley de Arrendamientos Urbanos.

Simplificar la Ley de Enjuiciamiento Civil7 es prioritario para
garantizar un proceso arbitral, mediador efectivo y rápido en
procesos de desahucio.

Además, resulta fundamental crear unmecanismo sancionador8 en
materia de discriminación étnico-racial en el ámbito de la vivienda
e impulsar medidas de justicia restaurativa integrales. Además, se
deben crear vías y mecanismos arbitrales y de reclamación de
consumo específicos para en cuestiones de discriminación9.

9 Modificación del TRLGDCU 1/2007 de 16 de noviembre para la defensa de
consumidores y usuarios.

8 Desarrollo reglamentario sancionador de la Ley 15/2022 para la igualdad de trato y
no discriminación.

7 Modificación de la Ley 1/2000 de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

6 Modificación de los artículos 1 y 2 de la Ley 29/1995, de 24 de noviembre, de
Arrendamientos Urbanos.
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9. Impulsar la renovación y rehabilitación urbana
sin dejar a nadie atrás.

Se debe garantizar la estabilidad presupuestaria en materia de
renovación urbana y rehabilitación más allá de 2026 para la
mejora de la habitabilidad de las personas, ahorrar energía y
preservar el medio ambiente.

También se debe reservar un mínimo de un 30% anual de
rehabilitación de viviendas de hogares en situación de
vulnerabilidad respecto al total del volumen rehabilitado. Así como
asegurar que un 30% de las viviendas rehabilitadas con fondos
públicos que se encuentren en régimen de alquiler pasen a
destinarse a un alquiler asequible.

Por su parte, resulta clave desarrollar e implementar la figura de
Agente Rehabilitador10 como figura del tercer sector sin ánimo de
lucro para que pueda impulsar los procesos de gestión de la
rehabilitación hacia personas vulnerables y pequeñas y medianas
empresas.

10 Modificación del artículo 8 del RD 853/2021 de 5 de octubre por el que se regulan
los programas de ayuda en materia de rehabilitación residencial y vivienda social del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

10. Fomentar los enfoques basados en vivienda
y desinstitucionalización.

Es urgente aprobar la Estrategia Nacional de
Desinstitucionalización para una buena vida en comunidad, que
responda a las necesidades complejas de las personas vulnerables
(mujeres víctimas de violencia de género, personas mayores,
personas sin hogar, personas con problemas de salud mental, etc)
desde la vivienda, para proporcionar servicios de atención centrados
en la persona, que garanticen sus derechos, la libertad de elección, la
autonomía y su integración en la comunidad. Deben desplegarse
políticas que prevengan la pérdida de vivienda, con base comunitaria
y servicios de apoyo en vivienda para evitar la institucionalización.

Por su parte, se debe promover a través de la Estrategia Nacional
para la Lucha contra el Sinhogarismo 2023-2030 la transformación
de las políticas de atención a las personas sin hogar, asegurando
la colaboración entre Vivienda y Servicios Sociales, con el objetivo de
consolidar los modelos Housing First y Housing Led.

Además, es clave favorecer el acceso a una vivienda autónoma
para las personas solicitantes de Protección Internacional11, a
través de figuras como el concierto social, para favorecer la

11 Modificación del Real Decreto 220/2022, de 29 de marzo, que aprueba el
Reglamento por el que se regula el sistema de acogida en materia de protección
internacional.
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integración de las personas solicitantes de protección, priorizando
este modelo frente al modelo de alojamientos colectivos.

11. Mejorar los datos disponibles en materia de
vivienda.

Para ejecutar una política de vivienda adecuada es necesario que
esta se base en evidencias. En este sentido, resulta urgente disminuir
la temporalidad de informes estadísticos y encuestas referidos a
vivienda como el Censo de Población y Vivienda o la Encuesta de
Personas sin Hogar, además de crear nuevas metodologías e
instrumentos estadísticos para cuantificar de forma precisa y
minuciosa la asequibilidad de la vivienda en España.

Por su parte, es necesario apoyar los sistemas integrales de
recopilación y seguimiento de datos relacionados con la vivienda
como el Observatorio de Vivienda Asequible.

Además, se debe acelerar la creación del nuevo índice de alquileres
a través del INE antes del 31 de diciembre de 2024 por el que se
regirán las renovaciones de contratos de arrendamientos urbanos
del año 202512. Esto permitirá tener información precisa y
actualizada sobre el estado del mercado de viviendas, las
necesidades habitacionales de la población y los resultados de las
políticas implementadas. Esta información será fundamental para

12 Medida recogida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda.

tomar decisiones informadas y evaluar la efectividad de las
medidas adoptadas.
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12. Establecer un plan de crisis ante la inflación
en el ámbito de la vivienda.

La subida de los tipos de interés tiene un impacto negativo en la
economía de las familias. Las personas hipotecadas están sufriendo
un aumento muy cuantioso de su cuota hipotecaria lo que está
recortando las posibilidades de ahorro y llevando de forma paulatina
al colapso económico a miles de familias en los últimos meses.
Además, el contexto inflacionista empeora las condiciones del
mercado del alquiler dificultando el acceso y el mantenimiento de
una vivienda. Bajo la previsión de permanencia de los tipos altos o
incluso nuevas subidas, se necesita reforzar los derechos de las
familias de forma urgente con medidas puntuales tales como las que
se aplicaron en el contexto pandémico. Para ello, recomendamos el
compromiso con estas tres medidas:

● Prórroga del escudo social que establece la prohibición
del corte de suministros a personas vulnerables13 para
garantizar que los servicios esenciales, como la electricidad, el
agua, el gas o internet, no sean interrumpidos para aquellas
personas que no puedan hacer frente a sus facturas por el
colapso de su presupuesto familiar.

13 Ampliación de la medida de prohibición de cortes de suministro a beneficiarios del
bono social que el RD 8/2021, de 4 de mayo, contemplaba hasta el 31 de diciembre
de 2023.

● Obligatoriedad de aplicación y promoción del código de
buenas prácticas14 para renegociaciones de crédito
hipotecario, ampliando la cobertura. Al hacer obligatoria su
aplicación, se garantiza que las personas hipotecadas tengan
la oportunidad de renegociar condiciones más favorables,
como la reducción de cuota mensual, la ampliación del plazo
de pago o la reestructuración de la deuda. Esto permite que
las personas puedan hacer frente a sus deudas de forma más
sostenible y evitar el riesgo de perder su vivienda. Además el
código de buenas prácticas fomenta una mayor transparencia
por parte de las entidades bancarias y financieras y promueve
una relación más equitativa entre personas y entidades.

● La situación inflacionista también afecta directamente a las
personas alquiladas. Enfrentan subidas de la renta de alquiler
ligadas al IPC a las que se debe garantizar el tope del 2% en
2023, 3% en 2024 y la creación de un índice para todos los
alquileres para su aplicación en 202515.

15 Medidas recogidas en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda.

14 Obligación de aplicación de medidas beneficiosas para la persona consumidora
tanto en el Código de Buenas Prácticas del RD 6/2012, de 9 de marzo, como el del
RD 19/2022, de 22 de noviembre.
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